
 

23  7 
*Académico del Centro de Investigaciones Jurídico-Políticas de la Universi-
dad Autónoma de Tlaxcala. Investigador Nacional Nivel II del Sistema Na-
cional de Investigadores del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología. 

CIJUREP. Revista de Garantismo y Derechos Humanos, Año 
3, Núm. 5, enero-junio de 2019, publicación electró-
nica, Universidad Autónoma de Tlaxcala, ISSN 2448–
833x. 

 

EL PRINCIPIO DE IGUALDAD EN LAS RELACIONES ENTRE         

PARTICULARES 

 

THE PRINCIPLE OF EQUALITY IN RELATIONS BETWEEN           

PARTICULARS 

 

José María Soberanes Díez* 

 

 

Fecha de recepción: 10 de noviembre de 2018. 
Fecha de aceptación y versión final: 19 de diciembre de 2018. 

 

Resumen 

Este trabajo tiene por objeto analizar si las distintas manifestacio-
nes del principio de igualdad tienen eficacia frente a los particula-
res, haciendo una valoración de casos específicos que ha conocido 
la jurisprudencia. 

 

Abstract 

This paper aims to analyze whether the different manifestations of 
the principle of equality are effective against individuals, making an 
assessment of specific cases that the jurisprudence has known. 
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1. Introducción 

Los derechos humanos son oponibles al Estado. Todas las formas de fun-
damentación de los derechos los conciben como una forma de limitar el 
poder público. Desde hace unos años ha surgido el cuestionamiento sobre 
si también lo son frente a los particulares. Es decir, si además de la eficacia 
“vertical” tienen eficacia “horizontal”. 

El objeto de este trabajo es analizar si los particulares se encuentran 
vinculados por el principio de igualdad como sujetos pasivos del derecho, 
es decir, si la autonomía de la voluntad debe ceder frente a las exigencias 
igualitarias de la Constitución.  

Para ello abordaremos, en primer lugar, la eficacia horizontal de todos 
los derechos humanos, como un preámbulo para analizar, en segundo tér-
mino, el caso específico de la igualdad. Posteriormente trataremos algunos 
casos particulares que han sido abordados por la jurisprudencia, o que pa-
recen problemáticos. 

 

2. Planteamiento del problema 

Los derechos humanos surgieron como cotos de libertad de los individuos 
frente al Estado. Representan barreras que las autoridades no pueden fran-
quear. Así pues, bajo la postura tradicional, el sujeto obligado en una rela-
ción iusfundamental es el gobierno. Sin embargo, es evidente que no todas 
las violaciones a los derechos son cometidas por autoridades. Específica-
mente, todos los días observamos que privados discriminan a sus seme-
jantes, al impedirles acceder a ciertos lugares, empleos o a la educación.  
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Es por ello que el problema que se pretende resolver consiste en deter-
minar si existen bases constitucionales que permitan afirmar que los par-
ticulares son sujetos pasivos del derecho a la no discriminación y, por 
tanto, puede exigírseles que respeten ese derecho.  

Los privados que potencialmente pueden realizar actos contrarios a la 
igualdad, también son titulares de otros derechos fundamentales, en los 
que podrían justificar su actuar, como puede ser la inviolabilidad del do-
micilio o el libre desarrollo de la personalidad. Por ese motivo, la respuesta 
a la pregunta anterior parece pasar por la resolución de un conflicto de 
derechos. Así pues, como hipótesis puede señalarse que solo en casos es-
pecíficos podrá exigírsele a los particulares el respeto al derecho a la igual-
dad. 

 

3. Los derechos humanos y los sujetos privados 

Para poder analizar si la igualdad es oponible a las relaciones entre parti-
culares es preciso abordar, como cuestión previa, ese problema en la teoría 
general de los derechos fundamentales. Ahí suelen hacerse dos objeciones 
a la eficacia de los derechos frente a los particulares, también conocida por 
su nombre alemán, drittwirkung. 

La primera es de carácter sustantivo, pues se refiere a si los derechos 
deben desplegar sus efectos en las relaciones entre particulares.1 Los que 
se oponen a la drittwirkung —que son una minoría— ponen de relieve los 
riesgos que esto entraña para la libertad contractual y la seguridad jurídica, 
afirmando que se va en contra de la lógica de libertad que informa al de-
recho civil.2 

Efectivamente, existe el principio de autonomía de la voluntad que in-
forma las relaciones entre particulares, en tanto supone que las partes de 
una relación jurídica, son libres para gestionar su propio interés y regular 
sus relaciones, sin injerencias externas. Como ha afirmado la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación (SCJN), este principio goza de rango cons-
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titucional y no debe ser reconducido a una simple norma que rige el dere-
cho civil.3 Desde el primer constitucionalismo, el que los particulares pue-
dan hacer todo aquello que no está prohibido.4 

En contraposición, los que afirman la eficacia frente a terceros, sostie-
nen que la Constitución contiene un programa de configuración de la so-
ciedad y, por tanto, todos los ámbitos de lo jurídico quedan sujetos a ella. 
Además, aquella ha devenido en fundamento de todo el ordenamiento y 
por ello también del ordenamiento jurídico-privado.5 Esta es una concep-
ción más propia de un constitucionalismo social y democrático que pre-
tende darle una dimensión valorativa a las normas fundamentales.6 

Al respecto, la SCJN ha considerado que los derechos fundamentales 
previstos en la Constitución gozan de una doble cualidad, ya que si por un 
lado se configuran como derechos públicos subjetivos (función subjetiva), 
por el otro se traducen en elementos objetivos que informan o permean 
todo el ordenamiento jurídico, incluyendo aquellas que se originan entre 
particulares (función objetiva). A partir de ello ha afirmado que “la doble 
función que los derechos fundamentales desempeñan en el ordenamiento 
y la estructura de ciertos derechos, constituyen la base que permite afirmar 
su incidencia en las relaciones entre particulares”.7 

Hay dos posturas respecto a que los derechos son efectivos frente a los 
particulares. La mediata (mittelbare drittwirkung) que entiende que es nece-
saria la intervención del legislador para que las relaciones privadas se en-
cuentren vinculadas a los derechos fundamentales. Se dice que los dere-
chos imponen al Estado la obligación de configurar la situación jurídica de 
los terceros con arreglo a éstos. No sólo tienen que respetarlos, sino que 
tienen que hacerlos respetar.8  

Por otra parte, existe la inmediata (unmittelbare drittwirkung) que concibe 
que con la norma legal de desarrollo o sin ella, la norma constitucional es 
la que se aplica como razón primaria de una determinada decisión, es decir, 
no como regla hermenéutica sino como norma apta para incidir también 
en el contenido de las relaciones entre particulares.9 
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Superado el aspecto sustantivo, hay que analizar la cuestión procesal, 
esto es, sobre el medio idóneo para realizar el control de los particulares 
que violen un derecho humano.10  

Suele objetarse que tanto las constituciones como las leyes orgánicas de 
los tribunales constitucionales, al tratar el amparo se refieren exclusiva-
mente a las violaciones de los derechos fundamentales causadas por el 
“poder público.”11 Esta cuestión suele salvarse de dos formas. Por una 
parte, la vía de la eficacia directa, según la cual, ante la carencia de una 
norma que autorice este control debe ser colmado por la jurisdicción cons-
titucional.12 Por otra, la vía de la eficacia indirecta, según la cual, corres-
ponde a una resolución judicial ordinaria en primera instancia pronun-
ciarse sobre la eficacia del derecho fundamental y, de forma subsidiaria, la 
jurisdicción constitucional resolverá el problema en última instancia.13  

México se encuentra en una posición intermedia, pues en el medio del 
control constitucional que pueden hacer valer todas las personas, el am-
paro, en principio, procede en contra de normas generales, actos u omi-
siones “de autoridad” que violen los derechos humanos, como lo indica el 
art. 103 constitucional. Sin embargo, la Ley de Amparo indica que el am-
paro protege a las personas frente a “los poderes públicos o de particulares 
en los casos señalados en la presente ley”, en su art. 1º. Posteriormente 
precisa que “los particulares tendrán la calidad de autoridad responsable 
cuando realicen actos equivalentes a los de autoridad”, en la fracción II de 
su art. 5º.  

Así pues, si un particular realiza actos equivalentes a los de una autori-
dad podrá ser demandado en un juicio de amparo. De no actuar de esa 
forma, la presunta víctima de la violación a derechos humanos tiene que 
acudir en contra del otro particular a una instancia ordinaria, como un 
juicio laboral o un juicio de daño moral y, contra la decisión de la jurisdic-
ción ordinaria (que debe realizar un análisis de constitucionalidad), podría 
el particular instar ante la jurisdicción constitucional.  

 

4. La eficacia la igualdad frente a los particulares 
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Si bien en términos generales puede afirmarse la eficacia de los derechos 
humanos frente a los particulares, debe señalarse que no puede sostenerse 
de forma hegemónica. Habrá derechos que en su dimensión clásica no 
puedan exigirse a los particulares, como el debido proceso, pues la juris-
dicción es una función estatal. Por ello, hay que analizar qué derechos tie-
nen la multidireccionalidad. 

Además, como ha indicado la Suprema Corte en las relaciones particu-
lares, a diferencia de las que se entablan frente al Estado, normalmente 
encontramos a otro titular de derechos, lo que provoca una colisión de los 
mismos y la necesaria ponderación por parte del intérprete. 

Eso nos lleva al debate específico sobre la eficacia de la igualdad frente 
a los particulares. Hay quienes niegan tajantemente que el derecho a la 
igualdad rija las relaciones privadas. Afirman que no puede ser límite a la 
autonomía de la voluntad, y que no puede deducirse de las cláusulas cons-
titucionales una eficacia frente a terceros.14  

En contraposición, un sector mayoritario sostiene que la igualdad sí 
puede regir las relaciones privadas, aunque difieren de la forma. Hay quien 
afirma que la igualdad despliega efectos de forma mediata, al señalar que 
la vinculación de los particulares a la igualdad no sería un imperativo cons-
titucional sino el resultado de una intervención del legislador que se encar-
garía de concretar ese principio.15  

También hay quien entiende que la Constitución atribuye al individuo 
un derecho a no ser tratado de forma desigual, que despliega sus efectos 
frente a todos, y que los jueces deben resolver en clave constitucional las 
posibles violaciones a este principio, debiendo ordenar, en su caso, el cese 
de la conducta discriminatoria y la reparación.16 

Hay que señalar que la igualdad tiene distintas manifestaciones en la 
Constitución.17 Por una parte, encontramos el mandato genérico de igual-
dad, según el cual está prohibido tratar de forma arbitrariamente desigual 
lo que es esencialmente igual, conforme a la formulación clásica del Tri-
bunal Constitucional alemán.18 



El principio de igualdad en las relaciones entre particulares 

165 

En cuanto a esta manifestación, es difícil aceptar que el principio de 
igualdad rija todas las relaciones privadas. Sería complicado reclamar a una 
persona por demandar el desalojo de un inmueble a alguien mientras que 
no lo hizo con otro. Esto supondría que los individuos tendrían que actuar 
con criterio de razonabilidad, justificando cada una de sus decisiones que 
trascendieran al mundo jurídico. Implicaría tratarlos como entes públicos 
y no como ciudadanos.  

Al respecto, el Tribunal Constitucional español ha indicado:  

Ningún precepto, ni constitucional ni ordinario […] obliga a 
una persona a ejercitar sus derechos subjetivos o sus acciones en 
forma idéntica frente a sujetos pasivos diferentes […]. Es claro, 
por ejemplo, que un acreedor puede ser enérgico frente a un deu-
dor y no serlo frente a otro, o reclamar prontamente la deuda a 
uno y condonarla total o parcialmente a otro.19 

 

Además de la igualdad genérica, encontramos otras manifestaciones de la 
igualdad en la Constitución. La primera de ellas es la prohibición de dis-
criminación, que proscribe utilizar determinados tercios de comparación, 
como son el origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, 
la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las 
preferencias sexuales, el estado civil.  

En este caso, sería difícil dejar de controlar situaciones evidentemente 
discriminatorias, como prohibir el acceso a los establecimientos mercanti-
les abiertos al público por alguna característica racial. Es por ello que el 
Tribunal Constitucional español ha considerado que 

es posible entender que algunos derechos fundamentales produ-
cen un cierto grado de eficacia en las relaciones jurídicas entre 
particulares y que, en tal caso, se encuentra el derecho a no ser 
discriminado que establece el art. 14 de la Constitución, cuando 

se trata de las discriminaciones típicas —por razón de naci-
miento, raza, sexo, religión, opinión o condición social.20 
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Por otra parte, encontramos el mandato de igualdad entre mujeres y hom-
bres. Su formulación constitucional indica que “las mujeres y hombres son 
iguales ante la ley”. De ello podría inferirse que es un mandato exclusivo 
al Estado y, en concreto, al legislador. Sin embargo, desde los años cin-
cuenta del siglo XX se ha estimado que las expresiones de la “igualdad 
ante la ley” encierran también un mandato sustantivo que trasciende a la 
labor legislativa.21 

Desde esa perspectiva, casos como la contratación de personal de un 
solo sexo, o exclusiones motivadas por embarazo, exigen un control cons-
titucional de los actos privados, ya que la mayoría de estas situaciones sur-
gen en relaciones entre particulares. Ello permitiría afirmar la eficacia ho-
rizontal de esta dimensión de la igualdad.  

En tercer lugar, en la Constitución encontramos una concreción de la 
igualdad en el principio de equidad tributaria, que prohíbe tratar de forma 
arbitrariamente desigual a las personas que tienen una capacidad contribu-
tiva igual. 22 Toda vez que la potestad tributaria es exclusiva del Estado, no 
podría afirmarse la eficacia horizontal de esta manifestación de la igualdad.  

Finalmente, el derecho en análisis se concreta en la igualdad retributiva, 
que prescribe que a trabajo igual debe corresponder salario igual. To-
mando en cuenta que es un mandato a los patrones, y que la mayoría de 
éstos son particulares, es clara su eficacia horizontal. Es por esta razón que 
su cumplimiento ha sido vigilado por la jurisdicción constitucional.23 

Así pues, consideramos que por regla general el derecho a la igualdad 
tiene eficacia frente a particulares en sus criterios específicos de la discri-
minación, de la igualdad entre mujeres y hombres y la igualdad retributiva, 
pero que no tiene eficacia en los casos de la igualdad genérica y de la equi-
dad tributaria. Claro está que se trata de una consideración general, puesto 
que atendiendo a los sujetos de una relación jurídica particular o a las cir-
cunstancias de un caso, podría sostenerse otra cosa. 

En el caso de la jurisprudencia mexicana, la Suprema Corte ha deter-
minado que los derechos fundamentales de igualdad y de no discrimina-
ción “son vinculantes no sólo frente a los órganos del Estado, sino que 
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adicionalmente, poseen eficacia jurídica en ciertas relaciones entre particu-
lares”.24 

Al respecto, la Primera Sala de la Suprema Corte ha estimado que exis-
ten tres factores que resultan útiles a la hora de medir la incidencia de la 
prohibición de no discriminación en el tráfico jurídico-privado: 

En primer lugar, la presencia de una relación asimétrica, en la 
que una de las partes ostenta una posición de clara superioridad 
frente a la otra. Cuanto mayor sea la desigualdad de facto entre 
los sujetos de la relación, mayor será el margen de autonomía 
privada cuyo sacrificio es admisible. […] El segundo factor a to-
mar en cuenta es la repercusión social de la discriminación, es 
decir la existencia de un patrón de conducta generalizado o bas-
tante extendido, desde un punto de vista sociológico. Cuando 
concurre esta circunstancia, la decisión discriminatoria deja de ser 
un asunto estrictamente privado y pasa a ser un asunto de rele-
vancia pública. […] El tercer factor, por último, es valorar la po-
sible afectación al núcleo esencial de la dignidad de la persona 
discriminada.25 

 

5. Algunos casos particulares 

Una vez analizada la eficacia horizontal de la igualdad en términos gene-
rales, es preciso valorar algunos supuestos concretos que se presentan ante 
la jurisdicción constitucional, y también otros que, aunque no han sido 
objeto de la jurisprudencia, resulta interesante analizar.  

I. Convocatorias laborales  

Uno de los casos de discriminación en las relaciones entre particulares 
que ha tratado la Suprema Corte, es el relativo a las convocatorias labora-
les.  

En términos generales la Corte estimó que, si bien la prohibición de no 
discriminación no obliga a contratar o a mantener en un puesto de trabajo 
a una persona que no sea competente, no esté capacitada o disponible para 
desempeñar las tareas fundamentales del puesto, y que puede hacer a un 
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lado las virtudes de un candidato por los motivos que sean en razón de la 
libertad de contratación, no puede motivar la exclusión en alguno de los 
tercios de comparación establecidos en el art. 1º constitucional.26 

Antes de llegar a esa conclusión, la Suprema Corte precisó que en estos 
supuestos no es necesario exigir un acercamiento entre quien realiza una 
convocatoria laboral potencialmente discriminatoria y el aspirante me-
diante una solicitud de trabajo, pues ello conllevaría un efecto residual dis-
criminatorio, situación que conduciría a una revictimización, la actualiza-
ción de una discriminación y un vaciamiento de la protección de las nor-
mas de derechos fundamentales.27 

En particular, la Suprema Corte analizó el caso del requisito de la edad 
para ocupar un puesto. Este supuesto, como reconoció el tribunal, ofrece 
peculiaridades muy específicas pues, a diferencia de los restantes tipos dis-
criminatorios, la edad no permite juicios homogéneos sobre la categoría 
de sujetos afectados: juventud, madurez o vejez ofrecen entre las personas 
susceptibles de quedar subsumidas en alguno de dichos colectivos carac-
teres variables. En cualquier caso, apuntó que este tipo de distinciones 
suelen apoyarse en estereotipos o estigmas asociados a la edad, como sería 
la inexperiencia o la poca destreza, en el caso de los jóvenes, o la falta de 
adaptación y la menor capacidad de reacción, en el caso de los mayores. 28 

Sin embargo, consideró que podían hacerse distinciones en razón de la 
edad cuando se justificara debido a la naturaleza de la actividad profesional 
concreta de que se trate, al contexto en que se lleve a cabo, o que consti-
tuya un requisito profesional esencial y determinante en el puesto de tra-
bajo, siempre y cuando, además, el objetivo sea legítimo y el requisito pro-
porcionado.29 

En caso de que la convocatoria laboral resulte discriminatoria, debe 
declararse su nulidad, conforme a la Suprema Corte, pero no debe conlle-
var necesariamente en una obligación de contratación en atención a la li-
bertad contractual.30 

Aunada a la nulidad del acto, el juez podría establecer medidas repara-
torias de carácter disuasorio, sanciones penales si la ley lo prevé, y una 
indemnización de los daños causados a la empresa ofertante,31 aunque la 
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Corte pidió a los jueces estar atentos a solicitudes trabajo fraudulentas, 
“cuyo único objetivo sea la obtención de una indemnización dineraria”,32 
pues podría dar lugar al surgimiento de “estrategias de búsqueda de em-
pleo y posterior litigio, con el único objetivo de obtener ciertas cantidades 
de dinero, tergiversando así los fines para los cuales se ha establecido en 
nuestro país el derecho fundamental a la no discriminación”33 

La Suprema Corte se refirió a un caso de discriminación por motivos 
de edad. Habría que considerar otras causas del tratamiento desigual. Exis-
tirán algunas que tengan una menor posibilidad de justificar el trato inequi-
tativo, como puede ser el origen étnico de los aspirantes. Otras, en cambio, 
permitirán mayor margen de justificación, como las entidades caracteriza-
das por sus creencias, que podrían tener un interés legítimo en no contratar 
a personas que no comparten determinada opinión, ideología o religión.  

II. Instituciones educativas particulares 

Otro sector de particulares a los que la Suprema Corte ha considerado 
especialmente vinculado por la prohibición de discriminación son los que 
prestan servicios educativos. En concreto lo sostuvo en el contexto de 
acoso escolar, considerando que cuando los particulares prestan servicios 
públicos educativos a menores o desarrollan actividades relacionadas con 
los niños en general, se encuentran vinculadas por el principio del interés 
superior del menor, principio que los obligan a proteger a los niños de 
violaciones a su derecho a no ser discriminados.34  

Es por ello que estimó que las instituciones educativas particulares de-
ben tomar medidas y acciones afirmativas orientadas a garantizar a niñas, 
niños y adolescentes la igualdad sustantiva de oportunidades y el derecho 
a la no discriminación, y son responsables de diagnosticar, prevenir, inter-
venir y modificar positivamente la convivencia escolar a fin de evitar la 
discriminación.35 

También los tribunales colegiados se han pronunciado al respecto, con-
siderando que es obligación de las instituciones particulares que prestan 
servicios educativos el “mantener una política orientada hacia la dignidad 
de las personas, en el marco de la no discriminación”.36 Fue por ello que 
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el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito consideró ile-
gítima la mecánica implementada por una universidad privada que, para 
diferenciar a los alumnos que han pagado los servicios de educación que 
presta, los obliga a usar una pulsera, brazalete o cualquier otro distintivo, 
“pues dicha acción constituye una forma de discriminación motivada por 
una condición social”.37 

III. La igualdad en relación con las características de los sujetos de la relación pri-
vada 

Otro factor que puede incidir en la eficacia horizontal del derecho a la 
igualdad es la situación de los sujetos de la relación privada. Las caracte-
rísticas de alguna de las partes de la relación pueden incidir en la intensidad 
de la obligación de respetar este derecho.  

En primer término, puede hacerse esta valoración atendiendo al sujeto 
activo del derecho a la igualdad. Si un menor de edad puede ser discrimi-
nado, el deber de respeto a la igualdad de los otros particulares es más 
intensa. Como ha indicado la Suprema Corte, la obligación de no discri-
minación  

se impone y se proyecta a todos los integrantes de la colectividad, 
de tal modo que todos, sin excepciones, están obligados a respe-
tar el derecho a la no discriminación, en especial tratándose de 
menores, pues debido a su falta de madurez, dicha discriminación 
puede afectar gravemente su sano desarrollo38 

 

En segundo término, puede hacerse la valoración a partir del sujeto pasivo, 
es decir, del obligado a respetar el principio de igualdad. El profesor Javier 
Díaz Revoiro ha considerado que no todas las relaciones entre particulares 
son iguales para efectos de la discriminación, y ha elaborado una intere-
sante distinción entre diversas categorías de los sujetos obligados. Sitúa 
por una parte a los particulares en general, y por otra a las empresas que 
gestionan servicios públicos, las empresas monopólicas, y las grandes em-
presas.39 
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Respecto a las que gestionan servicios públicos, como salud, educación, 
o televisión, estima que serían máximas las exigencias de la igualdad. Si 
reciben financiamiento público, se les debería exigir casi como al Estado, 
y en casos de emergencia, no podrían justificar jamás un trato desigual. Las 
empresas que constituyen monopolios o que ofrecen bienes o servicios 
básicos como energía electrifica o gas, tendrían exigencias semejantes. Y 
las grandes empresas, aunque se les debe exigir menos, tampoco puede 
equiparárseles a cualquier otro particular por su posición de dominio o 
superioridad frente a los clientes.  

A la luz de lo anterior se entiende que la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación haya considerado que los medios de comu-
nicación juegan un papel fundamental en la formación de una cultura pú-
blica que propicie la disminución y, en última instancia, la erradicación de 
discursos discriminatorios. Por ello consideró que tienen una responsabi-
lidad especial para evitar la propagación del discurso discriminatorio, aten-
diendo a la naturaleza y funciones que desempeñan.40 

También a la luz de esta distinción entre las diversas clases de empresas, 
se entiende que la Corte haya estimado que las compañías de seguros, que 
gozan de una relevancia, se encuentran vinculadas a la implementación de 
medidas para erradicar la discriminación de las personas con discapacidad, 
a menos de que las mismas no encuentren una justificación razonable 
acorde con los principios de la propia materia.41 

Entre los particulares que se encuentran en una posición de igualdad, 
parece que el principio de igualdad debe ceder ante la autonomía de la 
voluntad. De lo contrario, una persona no podría vender su casa a quien 
quisiera, bien sea por motivos objetivos (una mejor oferta), como por me-
ros caprichos; que no pudiera decidir quién ingresa en su domicilio, o al 
extremo absurdo, de que no pudiera contraer matrimonio con quien qui-
siera. Sin embargo, hay que analizar unos supuestos especiales.  

El primero es cuando alguien realiza una oferta pública. No una oferta 
laboral, pues ese supuesto ya lo analizamos. Nos referimos a ofertas regi-
das por el derecho civil, como ofertar el alquiler de un inmueble. En caso 
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de que alguien atienda al ofrecimiento, el ofertante podría negarse a cele-
brar el contrato, en principio, atendiendo a su libertad. La mayoría de las 
ocasiones esto obedecerá a razones objetivas, como recibir una mejor pro-
puesta económica.  

No obstante, también hay que pensar en el rechazo por alguna de las 
casusas discriminatorias. Por ejemplo, si una persona anuncia pública-
mente que quiere vender su coche pero que no acepta compradores de 
determinada raza, estaría llevando una discriminación ilícita.42 Sin em-
bargo, si anuncia que quiere subarrendar una habitación y hace una exclu-
sión por sexo, podría estar justificada la diferenciación. En conclusión, las 
ofertas públicas están en una zona gris.  

Un segundo supuesto a valorar es la prohibición de entrada a un local 
abierto al público y a celebrar contratos de prestación de servicios y de 
compraventa, que se caracterizan por una reserva en el derecho de admi-
sión. Si hace algunos años se entendía que era lícito que el encargado de la 
gestión de un local abierto al público pudiera señalar libremente quién po-
día ingresar y quién no, las exigencias de la discriminación se han ido 
abriendo paso en estos supuestos, por lo que se puede considerar ilegítima 
la exclusión de una persona, especialmente por motivos de raza o de 
sexo.43  

Un tercer supuesto es el relativo a la disposición de los bienes mortis 
causa. Aunque en principio debe imperar la voluntad del testador, que 
puede excluir a alguien por el motivo que sea, aunque sea un capricho, 
habría que analizar algunas cláusulas especiales, como nombrar herederos 
solo a los “hijos legítimos”, considerando que los otros hijos no tienen 
derecho a una pensión. En el ámbito europeo44 y en el español45 no se ha 
admitido esa diferencia.   

 

6. Conclusiones 

Aunque tradicionalmente se entiende que los derechos humanos son una 
forma de limitar el poder público, la postura mayoritaria actual, tanto doc-
trinal como jurisprudencial, es que también pueden tener eficacia frente a 



El principio de igualdad en las relaciones entre particulares 

173 

los particulares, aunque debe realizarse una ponderación en cada derecho 
en específico.  

En el caso de la igualdad, consideramos que por regla general tiene efi-
cacia frente a particulares en sus criterios específicos de la discriminación, 
de la igualdad entre mujeres y hombres y la igualdad retributiva, pero no 
tiene eficacia en los casos de la igualdad genérica y de la equidad tributaria.  

Por lo que hace a las convocatorias de trabajo, la SCJN ha estimado 
que opera la prohibición de discriminación en las relaciones entre particu-
lares, aunque ha permitido hacer diferencias con base en los tercios de 
comparación prescritos cuando se justificara debido a la naturaleza de la 
actividad profesional concreta, al contexto en que se lleve a cabo, o que 
constituya un requisito profesional esencial y determinante en el puesto de 
trabajo, siempre y cuando, además, el objetivo sea legítimo y el requisito 
proporcionado.  

En el caso de particulares que prestan servicios educativos a menores 
o desarrollan actividades relacionadas con los niños en general, la jurispru-
dencia ha estimado que se encuentran vinculadas a la prohibición de dis-
criminación en atención al principio del interés superior del menor. 
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